
QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 4O., 6O., 28 Y 214 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, A CARGO DEL 
DIPUTADO PABLO ESCUDERO MORALES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM  

El suscrito, Pablo Escudero Morales, diputado del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México de 

la LXI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 73, 

fracción XVI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 55, fracción 

II, y 56 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete 

a consideración de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto que adiciona y reforma los artículos 4, 6, 28 y 

214 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, con la finalidad de 

otorgar vales de medicinas a los derechohabientes del ISSSTE para el caso de desabasto de medicamentos, con 

base en la siguiente  

Exposición de motivos de la iniciativa de vales de medicinas para los derechohabientes del ISSSTE  

El Partido Verde Ecologista de México siempre vela y velara por la salud de los mexicanos y pondrá en uso todos 

sus esfuerzos humanos y políticos en beneficio de la nación para que sea aplicado de manera cabal los derechos 

consagrados en la Carta Magna. Así, en aras de contribuir a mejorar la salud de miles de mexicanos a través de un 

eficaz abasto de medicamentos, que también fortalezca el marco jurídico de las compras del gobierno, se propone 

la implementación del uso de Vales de Medicina a favor de los beneficiarios del ISSSTE por medio de una adición 

a la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado.  

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece en el artículo 4o. que toda persona tiene 

derecho a la protección de la salud, por lo que resulta imperativo de todo gobierno, que sus ciudadanos cuenten con 

los servicios de salud necesarios y que éstos sean brindados bajo los más altos estándares de calidad, garantizando 

a la población el acceso y la disponibilidad de los medicamentos de manera oportuna. 

Conforme el artículo 123, apartado B, fracción XI, la seguridad social en nuestro país se organizará en bases 

mínimas que cubrirán los accidentes y enfermedades profesionales, las enfermedades no profesionales, la 

maternidad, la jubilación, la invalidez, vejez y muerte, entre otras.  

Por su parte, la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, de acuerdo con 

el precepto constitucional, estipula en su artículo segundo que la seguridad social de los trabajadores comprende 

tanto el régimen obligatorio como el régimen voluntario y ambos tienen por finalidad, entre otros aspectos como lo 

establece el artículo tercero, garantizar el derecho a la salud, la asistencia médica preventiva, la atención medica 

curativa, la atención a la maternidad, la rehabilitación física y mental, los riesgos de trabajo, la cesantía de edad 

avanzada, el retiro, la vejez, la invalidez y la pérdida de la vida. 

Lamentablemente, el desabasto de medicamentos por parte de las instituciones de salud encargadas de proveer 

estos insumos, como lo es el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, a través de 

sus Farmacias ISSSTE o los Súper ISSSTE, se da todos los días y es una realidad que no podemos ignorar, en la 

práctica, las farmacias del Instituto no logran cumplir con la demanda diaria hecha por los derechohabientes.  

Aun cuando sabemos que durante los últimos años los niveles de abasto de medicamentos han mejorado 

considerablemente en el Instituto, todavía queda mucho por hacer. Los datos presentados en las últimas encuestas 

en la materia indican que, tan solo en el ISSSTE, el abasto oportuno de medicamentos es del 98 por ciento, 

quedando completamente desprotegida el 2 por ciento de la población atendida, que en este 2010, el número 

aproximado de beneficiarios es de 736 mil, por lo que en consecuencia aproximadamente una población de 17 mil 

720 personas no tienen acceso a sus medicamentos. 

El problema de la falta de medicamentos se agrava cuando se trata de atender padecimientos como la diabetes, el 

cáncer, la hipertensión, las enfermedades cerebro-vasculares, las enfermedades hepáticas y del riñón, el VIH-sida, 



entre otras. Se trata de medicamentos con una gran demanda, en los que el abasto inoportuno en las Farmacias 

ISSSTE, puede tener consecuencias serias para la salud del paciente. 

No solo lo anterior, sino que la gravedad del problema de desabasto impacta la vida de todos los mexicanos y más 

ahora, dados los altos costos alcanzados en los insumos para el cuidado de la salud, debido a la crisis económica 

sufrida a nivel mundial y el consecuente incremento en los precios.  

El ISSSTE cuenta desde 2009 con el sistema de medicamento exprés, Programa Nacional de Abasto de 

Medicamentos ISSSTE, por medio del cual las farmacias privadas interesadas en el suministro de medicamentos, 

podrán hacerlo celebrando un acuerdo de participación con el Instituto y aunque reconocemos que se trata de una 

labor encomiable la realizada por las autoridades, sabemos también, que es necesario dotar de certeza jurídica al 

mismo por medio de las reformas legales necesarias, de esa manera pasara de ser un programa temporal a una 

obligación permanente a favor de la población. 

No es del desconocimiento del Partido Verde Ecologista de México que las necesidades de abasto pueden derivar 

de diversos motivos, no imputables al ISSSTE, tales como el incumplimiento de los oferentes o la dilación en la 

ejecución del contrato, por lo que el problema de desabasto en esa institución aún puede presentarse en detrimento 

del derechohabiente.  

Por tal motivo, se considera de suma importancia implementar la utilización de vales de medicina, que habrán de 

ser otorgados a los derechohabientes del Instituto, para el caso en el que estos se enfrenten al problema de 

desabasto de las medicinas requeridas para sus tratamientos. Dichos vales, podrán ser intercambiados en farmacias 

particulares para que los beneficiarios puedan adquirir los medicamentos que obtienen en el Seguro Social. 

Es necesario poner no al ISSSTE a la vanguardia en la adquisición de más y mejores medicamentos que permitan 

no sólo solventar la demanda de éstos, sino generar ahorros para el país, que se traduzcan en servicios de salud de 

calidad, y en un mercado acotado que ofrezca precios competitivos y proveedores confiables.  

En suma, debemos seguir trabajando, para el que el Sector Salud, cuente con los insumos médicos necesarios, que 

permitan una adecuada cobertura de la población derechohabiente y que ésta vea reflejada en la oportunidad del 

surtimiento de recetas médicas su cuota de seguridad social. 

Por lo expuesto y fundado, sometemos a consideración de esta Cámara de Diputados del honorable Congreso de la 

Unión la siguiente iniciativa con proyecto de  

Decreto que adiciona y reforma los artículos 4, 6, 28 y 214 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado  

Artículo Único. Se adiciona un inciso b) y se recorren los siguientes incisos de la fracción III del artículo 4; se 
adiciona una fracción XXX al artículo 6; se reforma el segundo párrafo del artículo 28 y se adiciona una fracción 

XI recorriéndose las siguientes del artículo 214 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado para quedar como siguen: 

Artículo 4. Se establecen con carácter obligatorio las siguientes prestaciones y servicios:  

I. Préstamos hipotecarios y financiamiento en general para vivienda, en sus modalidades de adquisición en 

propiedad de terrenos o casas habitación, construcción, reparación, ampliación o mejoras de éstas, así como para 

el pago de pasivos adquiridos por estos conceptos;  

II. Préstamos personales:  

a) Ordinarios;  



b) Especiales;  

c) Para adquisición de bienes de consumo duradero; y  

d) Extraordinarios para damnificados por desastres naturales.  

III. Servicios sociales:  

a) Programas y servicios de apoyo para la adquisición de productos básicos y de consumo para el hogar;  

b) Vales de medicina;  

c) Servicios turísticos;  

d) Servicios funerarios, y  

e) Servicios de atención para el bienestar y desarrollo infantil.  

IV. Servicios culturales:  

a) Programas culturales;  

b) Programas educativos y de capacitación;  

c) Atención a jubilados, pensionados y discapacitados; y  

d) Programas de fomento deportivo.  

Artículo 6. Para los efectos de esta ley, se entenderá por  

I. Administradora, las administradoras de fondos para el retiro;  

II. Aportaciones, los enteros de recursos que cubran las dependencias y entidades en cumplimiento de las 

obligaciones que respecto de sus trabajadores les impone esta ley;  

III. Aseguradora, las instituciones de seguros autorizadas para operar los seguros de pensiones derivados de las 

leyes de seguridad social;  

IV. Cuenta individual, aquella que se abrirá para cada trabajador en el Pensionissste o si el trabajador así lo elije 

en una administradora, para que se depositen en la misma las cuotas y aportaciones de las Subcuentas de retiro, 

cesantía en edad avanzada y vejez, de ahorro solidario, de aportaciones complementarias de retiro, de 

aportaciones voluntarias y de ahorro de largo plazo, y se registren las correspondientes al Fondo de la Vivienda, 

así como los respectivos rendimientos de éstas y los demás recursos que puedan ser aportados a las mismas;  

V. Cuotas, los enteros a la seguridad social que los trabajadores deben cubrir conforme a lo dispuesto en esta 

ley;  

VI. Cuota social, los enteros a la seguridad social que debe realizar el gobierno federal, con base en las 

disposiciones establecidas en esta ley;  

VII. Dependencias, las unidades administrativas de los Poderes de la Unión, la Procuraduría General de la 

República, los órganos jurisdiccionales autónomos, los órganos ejecutivo, legislativo y judicial del Distrito 



Federal, así como las unidades administrativas de las entidades federativas y municipios que se incorporen al 

régimen de esta ley;  

VIII. Derechohabiente, a los trabajadores, pensionados y familiares derechohabientes;  

IX. Descuento, las deducciones ordenadas por el Instituto a las percepciones de los trabajadores o pensionados 

con motivo de las obligaciones contraídas por éstos, que deberán aplicar las dependencias, entidades o el propio 

Instituto, a través de sus nóminas de pago;  

X. Entidades, los organismos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria y demás 

instituciones paraestatales federales y del gobierno del Distrito Federal, así como los organismos de las 

Entidades Federativas o municipales y organismos públicos que por disposición constitucional cuenten con 

autonomía, que se incorporen a los regímenes de esta ley;  

XI. Entidades federativas, a los estados de la república y el Distrito Federal;  

XII. Familiares derechohabientes:  

a) El cónyuge, o a falta de éste, el varón o la mujer con quien, la trabajadora o la pensionada con relación al 

primero, o el trabajador o el pensionado, con relación a la segunda, ha vivido como si fuera su cónyuge durante 

los cinco años anteriores o con quien tuviese uno o más hijos, siempre que ambos permanezcan libres de 

matrimonio. Si el trabajador o el pensionado tiene varias concubinas o concubinarios, según sea el caso, 

ninguno de estos dos últimos sujetos tendrá derecho a los seguros, prestaciones y servicios previstos en esta 

ley;  

b) Los hijos del trabajador menores de dieciocho años;  

c) Los hijos del trabajador o pensionado mayores de dieciocho años, cuando no puedan mantenerse por su 

propio trabajo debido a una enfermedad crónica, defecto físico o psíquico, hasta en tanto no desaparezca la 

incapacidad que padecen, lo que se comprobará mediante certificado médico expedido por el Instituto y por 

medios legales procedentes; o hasta la edad de veinticinco años, previa comprobación de que están realizando 

estudios del nivel medio superior o superior, de cualquier rama del conocimiento en planteles oficiales o 

reconocidos, y que no tengan un trabajo; y  

d) Los ascendientes que dependan económicamente del trabajador o pensionado.  

Los familiares que se mencionan en esta fracción tendrán el derecho que esta ley establece si reúnen los 

requisitos siguientes:  

1. Que el trabajador o el pensionado tenga derecho a los seguros, prestaciones y servicios señalados en esta ley; y  

2. Que dichos familiares no tengan por sí mismos derechos propios a los seguros, prestaciones y servicios previstos 

en esta ley, o a otros similares en materia de servicios de salud, otorgados por cualquier otro instituto de seguridad 

social;  

XIII. Fondo, los recursos en efectivo o en especie que se integran, invierten y administran para garantizar los 

seguros, prestaciones y servicios a cargo del Instituto y respaldar sus reservas;  

XIV. IMSS, al Instituto Mexicano del Seguro Social;  

XV. Instituto, al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado;  



XVI. Monto constitutivo, la cantidad de dinero que se requiere para contratar una renta o un seguro de 

sobrevivencia con una aseguradora;  

XVII. Pensión o jubilación, la renta o retiro programado;  

XVIII. Pensionado, toda persona a la que esta ley le reconozca tal carácter;  

XIX. Pensión garantizada, aquella que el Estado asegura a quienes reúnan los requisitos para obtener una 

pensión por cesantía en edad avanzada o vejez, cuyo monto mensual será la cantidad de tres mil treinta y cuatro 

pesos con veinte centavos, moneda nacional, misma que se actualizará anualmente, en el mes de febrero, 

conforme al cambio anualizado del índice nacional de precios al consumidor;  

XX. Pensionissste, el Fondo Nacional de Pensiones de los Trabajadores al Servicio del Estado, órgano 

desconcentrado del Instituto creado en los términos de esta ley;  

XXI. Renta, el beneficio periódico que reciba el trabajador durante su retiro o sus familiares derechohabientes, 

por virtud del contrato de seguro de pensión que se celebre con la aseguradora de su preferencia;  

XXII. Reserva, el registro contable en el pasivo del Instituto que refleja la cuantificación completa y actualizada 

de sus obligaciones contingentes y ciertas;  

XXIII. Retiro programado, la modalidad de obtener una pensión fraccionando el monto total de los recursos de 

la cuenta individual, para lo cual se tomará en cuenta la esperanza de vida de los pensionados, así como los 

rendimientos previsibles de los saldos;  

XXIV. Salario mínimo, el salario mínimo general mensual vigente en el Distrito Federal;  

XXV. Seguro de pensión, el derivado de las leyes de seguridad social, que tenga por objeto, el pago de las 

Rentas periódicas durante la vida del pensionado o el que corresponda a sus familiares derechohabientes;  

XXVI. Seguro de sobrevivencia, aquel que contratarán los pensionados por, retiro, cesantía en edad avanzada y 

vejez, a favor de sus familiares derechohabientes para otorgarles a éstos la pensión que corresponda, en caso de 

fallecimiento del pensionado;  

XXVII. Subcuenta, cualquiera de las subcuentas de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, del Fondo de la 

Vivienda, de ahorro solidario, de aportaciones complementarias de retiro, de aportaciones voluntarias y de 

ahorro a largo plazo que integran la cuenta individual;  

XXVIII. Sueldo Básico, el definido en el artículo 17 de esta ley; y  

XXIX. Trabajador, las personas a las que se refiere el artículo 1o. de esta ley que presten sus servicios en las 

dependencias o entidades, mediante designación legal o nombramiento, o por estar incluidas en las listas de raya 

de los trabajadores temporales, incluidas aquéllas que presten sus servicios mediante contrato personal sujeto a 

la legislación común, que perciban sus emolumentos exclusivamente con cargo a la partida de honorarios por 

contrato, o que estén incluidos en las listas de raya, siempre y cuando hayan laborado una jornada completa de 

acuerdo con las condiciones generales de trabajo y el contrato sea por un periodo mínimo de un año. ( 

XXX. Vales de medicina, documento al que se refiere el artículo 4 de esta ley, consistente en un recetario 
oficial, cupón, o documento electrónico expedido por el Instituto a favor del derechohabiente, para ser 
canjeado por los medicamentos y agentes terapéuticos recetados por el médico tratante en las farmacias 
del sistema Súper ISSSTE y en caso de que por cualquier circunstancia, las farmacias del Instituto no 
cuenten con el abasto suficiente para el surtimiento de las recetas, se procederá al surtimiento de dichos 
medicamentos y agentes terapéuticos en las farmacias privadas autorizadas, previo a la celebración del 



respectivo convenio de colaboración entre el Instituto y estas últimas, con fundamento en el artículo 214 
de la presente ley.  

Artículo 28. El Instituto diseñará, implantará y desarrollará su modelo y programas de salud en atención a las 

características demográficas, socioeconómicas y epidemiológicas de sus derechohabientes, y creará las 

herramientas de supervisión técnica y financiera necesarias para garantizar su cumplimiento.  

Para el efecto, la Junta Directiva aprobará los reglamentos en materia de servicios médicos; medición y evaluación 

del desempeño médico y financiero de los prestadores de servicios de salud del Instituto; incentivos al desempeño 

y a la calidad del servicio médico; financiamiento de unidades prestadoras de servicios de salud a través de 

acuerdos de gestión; surtimiento de recetas y abasto de medicamentos; oferta de capacidad excedente; de vales de 
medicina a sus derechohabientes, celebración de convenios de colaboración entre el Instituto y farmacias 
privadas; Reservas financieras y actuariales del seguro de salud; y los demás que considere pertinentes.  

Artículo 214. Corresponde a la Junta Directiva  

I. Autorizar los planes y programas que sean presentados por la Dirección General para las operaciones y 

servicios del Instituto;  

II. Examinar para su aprobación y modificación, el programa institucional y los programas operativos anuales de 

acuerdo con lo establecido en la Ley de Planeación, así como los estados financieros del Instituto;  

III. Examinar y aprobar anualmente el presupuesto de gastos de administración, operación y vigilancia del 

Instituto;  

IV. Aprobar las políticas de inversión del Instituto, a propuesta del comité de inversiones, excepto tratándose del 

seguro de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, y el programa anual de reservas actuariales y financieras que 

deban constituirse para asegurar el otorgamiento de los seguros, prestaciones y servicios que determina esta ley, 

así como el cumplimiento de sus fines;  

V. Conocer y aprobar, en su caso, en el primer bimestre del año, el informe del estado que guarde la 

administración del Instituto;  

VI. Aprobar el estatuto orgánico y los reglamentos necesarios para la operación del Instituto propuestos por el 

director general;  

VII. Establecer o suprimir delegaciones del Instituto en las entidades federativas;  

VIII. Autorizar al director general a celebrar convenios con los gobiernos de las entidades federativas o de los 

municipios o sus dependencias o entidades, a fin de que sus trabajadores y familiares derechohabientes 

aprovechen los seguros, prestaciones y servicios que comprende el régimen de esta ley;  

IX. Dictar los acuerdos y resoluciones a que se refiere el artículo 219 de esta ley;  

X. Dictar los acuerdos que resulten necesarios para otorgar los beneficios previstos en los seguros, prestaciones 

y servicios establecidos en esta ley;  

XI. Dictar los lineamientos para reglamentar la utilización de los vales de medicina a que hace referencia 
el artículo 4 de esta ley, asignar recursos económicos y humanos para su cumplimiento, y establecer las 
bases para celebrar los convenios de colaboración con farmacias privadas.  

XI. Constituir a propuesta del director general, un consejo asesor científico y médico;  



XII. Nombrar y remover al personal de confianza del primer nivel del Instituto, a propuesta del director general, 

sin perjuicio de las facultades que al efecto le delegue;  

XIII. Conferir poderes generales o especiales, de acuerdo con el director general;  

XIV. Otorgar premios, estímulos y recompensas a los servidores públicos del Instituto, de conformidad con lo 

que establece la ley de la materia;  

XV. Proponer al Ejecutivo federal los proyectos de reformas a esta ley;  

XVI. En relación con el Fondo de la Vivienda:  

a) Examinar y, en su caso, aprobar el presupuesto de ingresos y egresos, así como los programas de labores y 

de financiamiento del Fondo de la Vivienda para el siguiente año;  

b) Examinar y, en su caso, aprobar, en el primer bimestre del año, el informe de actividades de la comisión 

ejecutiva del Fondo de la Vivienda y dentro de los cuatro primeros meses del año, los estados financieros que 

resulten de la operación en el último ejercicio;  

c) Establecer las reglas para el otorgamiento de créditos;  

d) Examinar y, en su caso, aprobar anualmente el presupuesto de gastos de administración, operación y 

vigilancia del Fondo de la Vivienda, los que no deberán exceder del cero punto setenta y cinco por ciento de los 

recursos totales que maneje;  

e) Aprobar los programas de inversión y de reservas que deben constituirse para asegurar la operación del 

Fondo de la Vivienda y el cumplimiento de los demás fines y obligaciones de éste;  

f) Vigilar que los créditos y los financiamientos que se otorguen se destinen a los fines para los que fueron 

programados; y  

g) Las demás funciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Fondo de la Vivienda;  

XVII. En relación con el Pensionissste:  

a) Examinar y, en su caso, aprobar el presupuesto de ingresos y egresos, así como los programas de labores y 

de inversión del Fondo Nacional de Pensiones de los Trabajadores al Servicio del Estado;  

b) Examinar y, en su caso, aprobar en el primer bimestre del año, el informe de actividades de la comisión 

ejecutiva del Pensionissste y dentro de los cuatro primeros meses del año, los estados financieros que resulten 

de la operación en el último ejercicio;  

c) Examinar y, en su caso, aprobar a propuesta de la comisión ejecutiva del Pensionissste, la estrategia de 

inversión de los recursos;  

d) Examinar y, en su caso, aprobar anualmente el presupuesto de gastos de administración, operación y 

vigilancia del Pensionissste;  

e) Examinar y, en su caso, aprobar a propuesta de la comisión ejecutiva del Pensionissste, el programa de 

reservas que deben constituirse para asegurar la operación del Pensionissste y el cumplimiento de los demás 

fines y obligaciones de éste;  

f) Autorizar la constitución de sociedades de inversión especializadas de fondos para el retiro, y  



g) Las demás funciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Pensionissste;  

XVIII. Aprobar mecanismos de contribución solidaria entre el Instituto y sus Derechohabientes;  

XIX. Presentar al Ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y al Congreso 

de la Unión, a más tardar el 30 de junio de cada año, un informe dictaminado por auditor externo, que incluya, al 

menos, los siguientes elementos:  

a) La situación financiera de cada uno de los seguros ofrecidos por el Instituto, y actuarial de sus reservas, 

aportando elementos de juicio para evaluar si las primas correspondientes son suficientes para cubrir los gastos 

actuales y futuros de los beneficios derivados de cada seguro;  

b) Los posibles riesgos, contingencias y pasivos que se están tomando en cada seguro y la capacidad financiera 

del Instituto para responder a ellos en función de sus ingresos y las reservas disponibles;  

c) Estimaciones sobre las posibles modificaciones a las cuotas y aportaciones de cada seguro, en su caso, que se 

puedan prever, para mantener la viabilidad financiera del Instituto, y de las fechas estimadas en que dichas 

modificaciones puedan ser requeridas; y  

d) La situación de sus pasivos laborales totales y de cualquier otra índole que comprometan su gasto por más de 

un ejercicio fiscal.  

Para los propósitos anteriores la Junta Directiva informará sobre las tendencias demográficas de sus 

Derechohabientes, incluyendo modificaciones en la esperanza de vida; tendencias en la transición 

epidemiológica, y cambios en la composición de género de la fuerza laboral, entre otros factores. La estimación 

de riesgos, a su vez, considerará factores derivados del ciclo económico, de la evolución del costo de los 

tratamientos y medicamentos, los costos laborales, de la situación macroeconómica, así como cualquier otro 

factor que afecte la capacidad del Instituto para cumplir con sus compromisos. En todos los casos, la estimación 

sobre riesgos y pasivos laborales y de cualquier otro tipo, se formulará con estricto apego a los principios de 

contabilidad generalmente aceptados por la profesión contable organizada en México.  

El informe, asimismo, deberá contener información sobre el estado que guardan las instalaciones y equipos del 

Instituto, particularmente los dedicados a la atención médica, para poder atender de forma satisfactoria a sus 

derechohabientes; y  

XX. En general, realizar todos aquellos actos y operaciones autorizados por esta ley y los que fuesen necesarios 

para la mejor administración y gobierno del Instituto.  

Transitorios 

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, salón de sesiones sede del honorable Congreso de la Unión de los 

Estados Unidos Mexicanos, durante el primer periodo de sesiones del segundo año de la Sexagésima Primera 

Legislatura, a 9 de diciembre de 2010.  

Diputado Pablo Escudero Morales (rúbrica) 

 


